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CFP 714/2021/8/CA3

Buenos Aires,  17     de  octubre de 2024

 

s/“González García, Ginés y otros 

procesamientos y embargos”

Juzgado Nº 5 – Secretaría Nº 9

(CN° 62.693 – A.Q.)

 

Y VISTOS Y CONSIDERANDO:

I. Llegan las presentes actuaciones a conocimiento del
Tribunal en virtud de los recursos de apelación interpuestos contra la
resolución de fecha 12 de julio pasado por la que se decretaron los
procesamientos en orden a los sucesos identificados como "Hecho 1"
-respecto de Ginés González García (coautor), Marcelo Guille (partícipe
necesario) y Alberto Maceira (coautor)-, "Hecho 2" -respecto de Ginés
González García (coautor) y Alejandro Costa (partícipe necesario)- y
"Hecho 3" -respecto de Alberto Maceira (coautor) y María Elena Borda
(coautora)-. El accionar de los nombrados fue calificado bajo las figuras de
abuso de autoridad y peculado (arts. 248 y 261 del CP). Asimismo, se
impuso embargos que se extendieron entre los $130.000.000 respecto de
González García, reduciéndose a $100.000.000 para Maceira, $ 70.000.000
para Costa y Guille, y limitando la suma a $60.000.000 en el caso de Borda
(ver auto del 15 de julio pasado dictado en los términos artículo 126 del
CPPN).
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II. a) Por el suceso identificado con el nro. 1 fueron
indagados en esta causa Ginés González García (en su carácter de Ministro
de Salud de la Nación), Marcelo Ariel Guille (en su carácter de secretario
privado de González García), Alberto Alejandro Maceira (en su carácter de
director nacional ejecutivo del Hospital Posadas) y María Elena Borda (en
su carácter de jefa de medicina preventiva del Hospital Posadas).

:Hecho 1  El 18 de febrero de 2021 un equipo de 
vacunación del Hospital Nacional “Profesor Alejandro Posadas” con 10
dosis de la vacuna contra el Covid-19 asignada para uso del personal del

 se trasladó hasta el Ministerio de Salud. En un vacunatorionosocomio
instalado al efecto, un grupo de personas aguardaba recibir una de las dosis
de la Sputnik V, componente 1, recién llegadas al país desde la Federación

, Jorge Enrique Taiana, Eduardo Félix Valdés, Rusa. Horacio Verbitsky

Florencio Aldrey, Dolores Noya Aldrey, Lourdes Noya Aldrey, Matilde Noya Aldrey,

losSalomón Schachter, Seza Manukian  Félix Eulogio Guille y ese día eludieron 
criterios establecidos en la Resolución MSAL N° 2883/2020, dictada el
30/12/2020 por González García. Sin ser “Personal de Salud” o
eventualmente “Personal Estratégico”, todos ellos fueron inoculados contra
el virus en la comodidad del edificio asignado al área de salud de la Nación.

Por orden de Marcelo Ariel GuilleGonzález García, 
antes se había comunicado telefónicamente con Alberto Alejandro Maceira,
Director Nacional Ejecutivo del hospital. Fue él quien aquella mañana puso
a disposición de la manda ilegal un equipo de agentes del hospital, de
insumos y de transporte para que las 10 personas mencionadas se
beneficiaran de la situación de privilegio que los vinculaba con el entonces
Ministro de Salud. Con excepción de Félix Guille, que fue registrado con la
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condición de "Personas de 60 o más años”, todos los demás fueron
catalogados bajo la falsa indicación de ser “Personal Estratégico”, para que
el sistema fuera permeable a esta práctica ajena a la legalidad establecida.

Por el suceso identificado con el nro. 2 fueronb) 
indagados Ginés González García (en su carácter de Ministro de Salud de la
Nación) y Alejandro Salvador Costa (en su carácter de subsecretario de
estrategias sanitarias de la Secretaría de Salud del MSAL).

 El día 1 de febrero de 2021, por indicación deHecho 2:
González García, el subsecretario Costa acudió al domicilio particular de
Eduardo Alberto Duhalde con 5 dosis de la vacuna contra el Covid-19
asignadas al Ministerio de Salud. Duhalde, su esposa Hilda Beatriz
González; sus hijas  y ; y Juliana María Eva Duhalde Carlos Alberto Mao fueron
quienes recibieron las ventajas que a otros -a ese tiempo- les eran negadas.

Por fuera de los criterios de la Resolución MSAL N°
2883/2020 ellos también fueron vacunados con el primer componente de la
vacuna rusa Sputnik V bajo la condición de “Personas de 60 o más años”
con excepción de las hijas del expresidente que, por obvias condiciones
etarias, debieron ser ingresadas en el sistema informático como “Esquema
de Excepción/Otros”.

Por el suceso identificado con el nro. 3, en lo que aquíc) 
interesa, fueron indagados Alberto Alejandro Maceira (en su carácter de
director nacional ejecutivo del Hospital Posadas) y María Elena Borda (en 
su carácter de jefa de medicina preventiva del Hospital Posadas -al
encontrarse bajo su responsabilidad el área de vacunación del nosocomio-).

Hecho 3: Entre los días 29 de diciembre de 2020 y el 19
de febrero del año siguiente 36 dosis de la vacuna Sputnik V contra el Covid
-19 asignadas al Hospital Nacional “Profesor Alejandro Posadas” para la
inoculación urgente y prioritaria del personal de salud fueron empleadas
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para vacunar indebidamente a personas ajenas al instituto y a las estrictas
condiciones impuestas por la ley. Lucía Antolini, Irene Ibón López, Néstor

Eduardo Mandraccio, Adriana Mónica Avella, Rito Ramírez, Horacio Alejandro Cortez, 
María Felisa Mango, Marcelo Jorge Duhalde, Celina María Isabel Vega, María

Alejandra Cottini,  Gabriel Adrián Michi, Camilo Martelletti, Inés del Carmen Páez

Dalessandro, Graciela Margarita Miranda, María de los Ángeles Domínguez, Patricia

Alsua, Esteban Collazo, Lorenzo Antonio Pepe, Filomena Marta Burgos, Jorge

Héctor Devoto, Hugo Curto y Miguel Ángel González habrían obtenido el favor de
conocer a las personas indicadas para saltear el restrictivo orden impuesto a
nivel nacional y recibir una de las pocas vacunas recién llegadas a la
Argentina, donde eran aguardadas. Esta vez, un listado remitido por Maceira
a Borda configuraba la orden expresa que benefició a cada uno de los
nombrados.

Nuevamente las condiciones de “Personal de Salud”, de
“Personal Estratégico” y de “Personas de 60 o más años” fueron empleadas
a conveniencia en el sistema informático para registrar las aplicaciones
empleando, irregularmente, las limitadas opciones que brindaba en
consonancia con las fronteras impuestas por la normativa vigente (
Resolución MSAL N° 2883/2020).

En orden a esos eventos, la magistrada dictó en cada
caso la vinculación a proceso de los recurrentes, cuya oposición dio motivo
a las críticas deslizadas en sus escritos recursivos.

III. En la oportunidad prevista por el artículo 454 del
código de rito, los recurrentes mantuvieron y desarrollaron sus agravios.
Con excepción de la defensa de Maceira, que presentó memorial para la
audiencia señalada, el resto de los apelantes concurrieron a informar
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oralmente el pasado 3 de septiembre, oportunidad en la que también hizo
uso de la palabra la imputada  Borda (la audiencia fue grabada en formato

 digital y conservada en el sistema Lex 100).
En lo sustancial coincidieron en los motivos de sus

agravios aunque cada parte los desarrolló desde su perspectiva, solicitaron
que se revoque el auto apelado y se dispongan los sobreseimientos de los
imputados o, en su defecto, la falta de mérito para procesarlos o
sobreseerlos.

Cuestionaron que se afirme en la resolución que se
hubiera trasgredido el orden de prioridad establecido en el plan de
vacunación, la calificación legal asignada a los hechos y el monto de los
embargos.

La defensa de González García expresó que la
Resolución 2883/2020 no dice que fuera necesario vacunar primero al
personal de salud y al estratégico para luego comenzar a vacunar a la
población en riesgo de enfermedad grave. Insistieron en que la vacunación
debía desarrollarse de manera simultánea a toda la población objetivo,
siempre que hubiese dosis de vacunas suficientes para ello, priorizando las
condiciones definidas de riesgo.

Señaló que la jueza no citó una sola norma que justifique
sus afirmaciones en cuanto al orden prioritario que usa de fundamento para
el reproche dirigido, como tampoco al tiempo de sostener que las dosis de
vacunas asignadas al Hospital Posadas y al Ministerio de Salud sólo podían
ser utilizadas para inocular al personal de salud.

Explicó la situación particular de algunos de los
vacunados procurando demostrar la adecuación de lo hecho. En esa línea
aclaró que los diputados Taiana y Valdés, que fueron inoculados, iban a
formar parte de una “burbuja presidencial” para viajar al exterior; que 
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 tenía más de 85 años y que además era médico ySalomón Schachter

traumatólogo activo en el sector privado; y que Duhalde no sólo ingresaba
en la categoría de riesgo debido a su edad, sino también por su condición de
ex mandatario.

Indicó que para el 18 de febrero de 2021 se había
vacunado al 93% del personal sanitario y ya se habían recibido más vacunas
que las necesarias para proteger al número total de trabajadores de la salud,
por lo que había disponibilidad para los demás grupos priorizados.

La defensa de Costa expresó que quien le ordenó
concurrir al domicilio del ex presidente Duhalde fue el Ministro de Salud de
la Nación. Que al 1 de febrero de 2021, fecha en que fuera vacunado, ya
había comenzado la inoculación de los adultos mayores de 70 años por lo
que quedaba incluido, entonces, en un grupo priorizado. Recordó que
Duhalde tenía 79 años de edad y por su investidura contaba con protección
especial sobre su seguridad personal. Por otro lado expresó que una vez
abierto el vial que habían llevado, existía un plazo de 30 minutos para
aplicar la totalidad de las cinco dosis contenidas, lo que motivó que se
vacunara al entorno del ex mandatario: su grupo familiar y su secretario
privado.

El defensor de Guille expresó que por ser el secretario
privado del entonces Ministro de Salud se limitó a cumplir órdenes de su
superior, sin capacidad de revisión de las instrucciones que recibía. Agregó
que no conocía a las personas que se fueron a vacunar al Ministerio, con
excepción de su propio padre, que fue vacunado para aprovechar una de las
dosis que, asignadas al chofer del ministro -entonces ausente-, iba a terminar
desperdiciada.

Tanto la imputada Borda como su defensa desconocieron
a todas las personas cuya vacunación se le reprocha. Además, indicaron que
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algunos de ellos fueron inoculadas por expresa disposición de los más altos
funcionarios del Ministerio de Salud de Nación y otros eran personal
sanitario del hospital.

También destacaron que, a esa fecha, el 85% del
personal propio a vacunar ya había recibido su primera dosis y el 32%, la
segunda. Algunos empleados se habían inoculado en otros centros de trabajo
a través del programa Vacunate PBA o el sistema de la Ciudad de Buenos
Aires, incluso algunos no se habían vacunado por estar usufructuando su
licencia anual ordinaria, por haber padecido Covid-19 recientemente o ser
contacto estrecho de un caso confirmado, por poseer una contraindicación a
la aplicación de la vacuna o por rechazar la vacunación dado que era
voluntaria.

La defensa de Maceira rememoró los términos de la
declaración que brindara en forma testimonial, recordando que la "población
objetivo" del Hospital Posadas se conformaba por una nómina de 5.200
trabajadores, más 600 residentes y explicó que hasta ese momento habían
sido inoculadas aproximadamente 3.800 personas (73%). Además, señaló
que por orden verbal de Alejandro Collia y Marcelo Guille, recibieron
vacunas “extras” para el personal de salud de los organismos DINESA e
INCUCAI, los que debían ser vacunados en la sede del nosocomio a su
cargo. Recordó que el procedimiento consistía en convocarlos al Hospital
Posadas de acuerdo con los días y las vacunas disponibles.

Manifestó que tal pedido, si bien no era diario, resultaba
más frecuente de lo deseado, pues alcanzó un número aproximado de 70
personas en el marco de un procedimiento que le resultó bastante incómodo.
Explicó que el primer llamado telefónico recibido de Guille fue por la
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vacunación de A fin de que no se presentara en el nosocomio, seVerbitsky. 

acordó que la vacunación se llevaría a cabo en el Ministerio de Salud de la
Nación.

Alegó que jamás tuvo intención de cometer delito alguno
y que su actuación se limitó a cumplir una orden administrativa del superior
jerárquico, que era el Ministro de Salud de la Nación.

 IV. En nuestra anterior intervención -convocados a raíz
del archivo decretado- entendimos que los hechos que a primera vista se

vacunaciones "irregulares", llevadas a cabo con dosis depresentaban como 
Sputnik V asignadas al Hospital Nacional Posadas, no podían quedar
enmarcadas únicamente en objeciones de índole ético.

Expresamos que el punto crítico del caso no estaba en si
la vacunación de los distintos estratos del grupo prioritario debía ser
estrictamente escalonada o simplemente simultánea, sino que el núcleo de la
polémica radicaba en la cantidad de vacunas disponibles para decidir el
tránsito por uno u otro camino pues el problema residía en que el bien era 
escaso en Argentina y en todo el planeta CFP 714/21/4/CA2, (  rta. el

 .30/8/21)
Tal factor conducía a la más elemental lógica de la

existencia -indiscutible- de un orden de prelación en la vacunación. La
división en grupos obedeció a criterios de necesidad, donde estaba en juego
ni más ni menos que el valor vida, y que la simultaneidad -que en algún
supuesto se mencionaba- sólo podía estar habilitada por la disponibilidad de
vacunas para satisfacer un orden determinado, o algún caso extraordinario
que estrictamente justificase el apartamiento de este criterio.

Como mencionamos oportunamente, "...esa fue una de
las principales preocupaciones de la Organización Mundial de la Salud al
elaborar el Marco de valores para la asignación y la priorización de la
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vacunación contra la COVID-19. Partiendo de su reconocimiento como "un
bien público mundial", el objetivo de sus disposiciones eran contribuir "… a
la protección y la promoción equitativas del bienestar humano para toda la
población mundial". Agregando que "Hay muchas maneras de pensar en lo
que exige la equidad o la justicia dentro de un país cuando el suministro de
la vacuna contra la COVID-19 es escaso. Es importante, claramente, ser
eficientes en el uso de recursos limitados, en especial cuando el recurso es
de alto valor, como las vacunas en medio de una pandemia devastadora….
La equidad en materia de salud exige que las políticas públicas, incluida la
manera de priorizar el acceso a las vacunas cuando el suministro es
limitado, reduzcan las disparidades injustas en materia de salud y otros
aspectos del bienestar" (Marco de Valores del SAGE -Grupo de Expertos en
Asesoramiento Estratégico sobre Inmunización- de la Organización Mundial
de la Salud, elaborado el 14/9/20) -sic-.

En ese contexto, dijimos que teniendo en cuenta la
decisión gubernamental de monopolizar con exclusividad la administración
de las vacunas, cuando esa disponibilidad existió, las políticas públicas
soslayaron el orden establecido dentro de la población objeto del plan
estratégico, como sucedió con los maestros. Pero cuando el recurso fue
insuficiente, ningún grupo se habilitó abiertamente. Incluso entre los
mayores. Pese a que el límite se estableció en los 60 años, también se
jerarquizaron las diversas franjas etarias. Comenzó con los mayores de 80
-aun con personal de la salud pendiente de vacunar- y de ahí avanzó en una
afable pendiente que fue ampliando su alcance con el tiempo (mayores de 
75, luego de 70, más tarde de 65 años y así continuó).

Nuestra decisión de entonces permitió rehabilitar los
cauces investigativos que fueron clausurados con el archivo. Esa
reanudación del trámite del sumario permitió profundizar la encuesta y
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arribar a este punto en el que cinco personas han sido responsabilizadas por
la comisión de eventos que ya no se consideran meras faltas éticas, sino
genuinos delitos por los cuales deben responder.

Entendemos que ante las circunstancias de modo, tiempo
y lugar en las que se desarrollaron los acontecimientos examinados en autos,
y frente a las pruebas incorporadas al expediente, en esta ocasión se
encuentran reunidos elementos de cargo suficientes para mantener, en lo
sustancial, las conclusiones a las que arribara la jueza de grado con relación
a los hechos investigados.

Se ha tenido en cuenta especialmente que el Estado
Nacional no llevó a cabo campañas de vacunación contra el COVID-19
dirigidas a la población en general; en su lugar, fueron las provincias y la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires las responsables de implementar sus
propios mecanismos y sistemas para asignar turnos, siguiendo la
estratificación dispuesta en la Resolución MSAL 2883/2020.

el HospitalSe ha tenido por probado que, por tratarse 
Posadas de una entidad descentralizada subordinada al MSAL, las vacunas
asignadas estaban destinadas a ser administradas al personal sanitario que
trabajaba en dicho nosocomio, o en otras entidades dependientes del
Ministerio, así como al personal estratégico. Esas dosis nunca debieron ser
utilizadas para inocular a la población en general, ya que los individuos
debían inscribirse en el sistema de citas previas establecido por cada región.

Es relevante cuanto surge de la nota NO2021-54108106
-APN-DN E#HP de la Dirección Nacional Ejecutiva Hospital Posadas. Allí
se reseñó que el referido nosocomio recibió la indicación de vacunar al
personal de salud propio, en el marco del Plan Estratégico para la
Vacunación contra la COVID-19. Asimismo, señaló que el procedimiento
seguido por el Hospital para la aplicación de vacunas a las personas
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definidas como “Personal de Salud” fue el establecido dentro del Plan
Estratégico de Vacunación contra Covid-19 en la República Argentina del
MSAL. A través del Anexo de dicha Resolución se establecieron los
criterios para la priorización de personas a vacunar, indicándose, en primer
término, el “riesgo por exposición y función estratégica: Personal de Salud –
Dentro del Personal de salud se priorizó aquel con mayor exposición al
Covid”.

A su vez, mediante nota NO-2022-11288891- APN
-SCS#MS/NO-2022-11326252-APN-UGA#MS, se explicó que “los turnos
fueron asignados con orden de prioridades por nivel de riesgo y de
exposición dentro del personal del Hospital Posadas, otorgando a las áreas
cerradas y a las de emergencias los primeros lugares…”.

En los casos que se examinan se trataron de decisiones
particulares, que sólo atendieron a contadas situaciones, siendo importante
destacar que el traslado y la aplicación de las dosis se llevaron a cabo
utilizando recursos humanos y técnicos del Hospital Posadas.

Algunos de los imputados intentaron deslindar la
responsabilidad que les fue atribuida con reproches recíprocos entre ellos y
atribuyéndose una intervención meramente formal en los actos que
desencadenaron los sucesos investigados.  

Tales intentos, en la mayoría de los casos, han resultado
infructuosos. Las constancias acumuladas en la causa y las funciones
inherentes al cargo que ocupaban los encartados desafían las razones
expuestas para lograr su desvinculación de los delitos advertidos.

En tal sentido, la jueza de grado se refirió concretamente
a la responsabilidad de Alberto Maceira, en su rol de Director Ejecutivo
Nacional del Hospital Posadas (nombrado el 30/12/2020 mediante Decreto
1058/2020). Él estaba encargado de la gestión y disposición de los recursos
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del nosocomio, de acuerdo con las facultades conferidas por el Decreto 
1096/2015.

Hizo lo propio con Ginés González García quien, como
Ministro de Salud de la Nación desde el 10/12/2019 hasta el 19/2/2021, fue 
responsable de implementar las políticas necesarias para combatir los
efectos de la pandemia provocada por el virus Covid-19, teniendo
competencias en materia de salud. Entre sus funciones se encontraba la
supervisión de los establecimientos sanitarios públicos nacionales y la
dirección de los programas de vacunación, considerando a los ciudadanos
con patologías específicas y los grupos en situación de riesgo. Dada su
autoridad como responsable de la aplicación del Decreto de Necesidad y
Urgencia (DNU) 260/2020, que ampliaba la emergencia sanitaria, el
ministro ejercía un control general sobre la distribución y administración de
las vacunas.

La intervención de Marcelo Guille, secretario privado
del ministro de salud, fue destacada, por distintos testimonios reunidos en
estas actuaciones, como un pilar fundamental en el armado del improvisado
vacunatorio del segundo piso del Ministerio de Salud. Y para dimensionar la
real incidencia de Guille en el accionar ilícito que se le reprocha, podemos
destacar la presencia de un familiar suyo (su padre  entreFélix Eulogio Guille)
las personas que fueron irregularmente inoculadas allí.

Alejandro Costa, en su carácter de subsecretario de
estrategias sanitarias de la Secretaría de Salud del MSAL, cooperó de
manera activa en el suceso que se le endilga, contribuyendo en la logística
para su consumación (retirar, trasladar, aplicar y registrar indebidamente las
dosis). 

En el contexto descripto, las motivaciones expresadas
por las defensas no resultan suficientes para rebatir los argumentos que
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sustentaron el temperamento apelado. La prueba incorporada a lo largo de la
pesquisa basta para producir probabilidad suficiente de la existencia de los
hechos mencionados y de la participación de los imputados González
García, Maceira, Guille y Costa en ellos.

Pese a que se han invocado distintos porcentajes para
demostrar que se había superado ya el primer estrato de prelación para
avanzar en la vacunación de los demás ciudadanos, lo cierto es que el
procedimiento, a la época de los hechos, seguía siendo riguroso. No sólo
aún existía un orden jerarquizado que seguir, sino que además debía
observarse un estricto protocolo para acceder a la cobertura. No cualquiera,
ni en cualquier momento, podía vacunarse. Ciertos segmentos de la
población debían aguardar su llamado, y quienes sí podían hacerlo no la
recibían a su discreción, sino previo turno de rigor en el cual se habilitaban
centros y horarios disponibles.

En ese marco, el que unos pocos hayan recibido el
tratamiento exclusivo que obtuvieron -según el relato de hechos- cristaliza
una inadmisible torsión de la senda que la ley imponía. Aun cuando por
edad hubiesen tenido derecho a la vacunación a ese tiempo, la desviación de
recursos humanos y materiales para ser vacunados en la comodidad de su
hogar, o en un vacunatorio instalado para la ocasión, es la más clara
demostración de que lo actuado no estuvo amparado por la legalidad. De
hecho, justamente nada de lo acaecido en esta realidad queda atrapado por
los márgenes de la resolución 2883/2020.

Pero a la par hay otro fragmento de los hechos que
pretendieran ser soslayados por las defensas. Sucesiva o simultánea, a ese
tiempo la vacunación no estaba disponible para adultos en actividad y
muchos de los vacunados, justamente, ingresaban dentro de esa franja etaria.
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Se intentó justificar las aplicaciones en esas personas
atendiendo a la necesidad de aprovechar las 5 dosis que incluye cada vial,
cuyo tiempo de vigencia era escaso. Sin embargo, esa mezquina razón no
compensa el ilícito beneficio obtenido, resultado de haber habilitado una
vacunación por fuera del circuito implementado por la ley. Si la vacunación
se hubiese desarrollado por las carriles legítimos -en centros habilitados y
según turnos adecuadamente ordenados-, no hubiesen existido dosis que
tuvieran que ser incorrectamente aplicadas bajo la excusa de evitar su
despilfarro. Claramente no es esa una razón que neutralice el obrar espurio,
sino un corolario más del ilegal camino recorrido. De tal modo, personas
que no ingresaban en ninguno de los parámetros de prioridad recibieron una
o más dosis de la escasa vacuna. Reservada para unos pocos, según criterios
de utilidad y necesidad, la vacuna fue puesta al alcance de un grupo selecto
que, por parentesco o por amistad, burló los esquemas impuestos a toda la
generalidad.  

Maceira, Guille y Costa se escudaron en haberse
limitado a cumplir órdenes del Ministro de Salud. Sin embargo, ninguno
puede explicar cómo es que Maceira puso a disposición no sólo las vacunas,
sino también otros recursos materiales y hasta agentes del nosocomio para el
provecho de esos privilegiados. Tampoco se dan las razones por las cuales
Costa personalmente viajó con toda una comitiva para la aplicación de 5
dosis de la vacuna -máxime cuando se trataba de proteger la "burbuja
domiciliaria"- y de ahí la alegada vacunación de las hijas del ex presidente.
Finalmente, nada de lo sucedido permite respaldar el motivo por el que el
propio padre de Guille fue beneficiado con la aplicación de una dosis, por
hallarse coincidente y convenientemente en cercanías del Ministerio el 18
de febrero de 2021.
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La ponderación conjunta de todos estos factores impide
admitir las argumentaciones introducidas por las defensas en sus
apelaciones. La contundencia del escenario definido a partir de la pruebas
reunidas brinda debido basamento a la decisión de la , la que, ena quo
consecuencia, habremos de homologar. 

Distinta es la evaluación que hacemos para María Elena
Borda. A su respecto existen circunstancias que dan basamento a sus
explicaciones y que ponen en jaque los cimientos sobre los que la decisión
ha fundado su responsabilidad. 

Si bien ella también descansó en otros la carga sobre lo
sucedido, su situación es distinta. En su caso no existió un vínculo directo
con el Ministro de Salud del cual derivase un conocimiento integral del
panorama, de quiénes eran los beneficiarios concretos de cada desvío de
recursos y, de ahí, de servir de pieza de un circuito paralelo en el que se
favorecía a amigos y parientes. A diferencia de Maceira, quien coordinaba y
esquematizaba la ejecución de las vacunaciones irregulares directamente
con González García, Borda ceñiría su intervención a la sola recepción de
una lista de beneficiarios sin conocer sus méritos ni condición. Su nombre
no era acompañado de los motivos de su inscripción en el listado, por los
cuales reunían o no su carácter de personal de salud o estratégico. La
mención en un listado formal, remitido por el Ministerio de Salud de la
Nación y llegado vía intercesión del Director del Hospital, debía ser
suficiente motivo para confiar de su contenido.

Sin embargo, lo cierto es que ese listado no proyectaba
tal verdad, sino que incluía en su texto a personas que no debieran haber
sido tributarias de un tratamiento especial en miras a la pronta vacunación
contra el COVID 19. Es justamente esa pugna entre la realidad y lo
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explicado por la imputada -esta vez con un basamento diferente-, lo que
debilita los fundamentos del procesamiento dictado a su respecto y nos
persuade a adoptar un criterio expectante (art. 309 del C.P.P.N.). 

Esta ponderación, sumada al hecho de que ni siquiera
ella misma había sido inoculada al tiempo de los hechos, según explicó en
audiencia ante este Tribunal, es que se advierte apresurada su vinculación
con los delitos acreditados, lo que obliga a profundizar la investigación en
miras a dilucidar los extremos invocados.  

A tal fin, las medidas solicitadas por su defensa tanto al
tiempo de apelar como en ocasión del informe celebrado en los términos del
art. 454 del C.P.P.N., se advierten aconsejables, así como cualquier otra que
la jueza de grado estime pertinente (art. 199 del C.P.P.N.).

V. En lo que refiere a los agravios introducidos por las
defensas en cuanto postulan la atipicidad de los hechos atribuidos, cabe
señalar que la jueza de grado efectuó una minuciosa labor de subsunción en
punto a los tipos penales que le dan sentido jurídico.

El artículo 248 del Código Penal reprime la conducta del
funcionario público que dictare resoluciones u órdenes contrarias a las
constituciones o leyes nacionales o provinciales o ejecutare las órdenes o
resoluciones de esa clase existente o no ejecutare las leyes cuyo

. Este último caso es el que configura la conductacumplimiento le incumbe
desplegada por los funcionarios procesados.

La jueza se remitió a la Resolución MSAL 2883/2020,
cuyas disposiciones fueron soslayadas por los imputados al haber impuesto
una discrecionalidad nominada por sobre el régimen de priorización allí
ordenado. 
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La magistrada recordó que si bien la normativa no reúne
el carácter de ley en el sentido formal de su expresión, sí ingresaba en el
terreno reprimido por imperio del artículo 248 del Código Penal. De ese
modo, cada orden emitida a los efectos de inocular a una persona por fuera
de la secuencia establecida resultó contraria a la normativa existente en la
materia, en violación a lo dispuesto por el Plan Estratégico de Vacunación,
aprobado por la citada resolución ministerial. El interés que se protegió
mediante esta figura es el regular funcionamiento de la administración
pública y la legalidad de sus actos.

A los efectos de despejar los cuestionamientos
efectuados por las partes, la jueza expresó concretamente los alcances que
cabía atribuirle a la expresión “ley” incluida en el tipo penal. Al respecto
señaló que “no se puede sostener que cualquier reglamento u ordenanza
quede comprendido entre los objetos de la violación, sino sólo los que
delimitan la competencia de los funcionarios, es decir, determinan qué es lo
que el funcionario debe o puede hacer como tal, expresando la voluntad del
Estado en actos administrados que no sean de orden estrictamente de la
Administración...” (con cita de CREUS, Carlos - BOUMPADRE, Jorge E.; 

, Editorial Astrea, Buenos Aires, Tomo II,Derecho Penal. Parte Especial
2011, página 265).

De tal modo, entendió que en la medida en que la
Resolución referida alcanza los citados términos, su inobservancia queda
atrapada por el ámbito de gravitación del tipo penal del art. 248 del código
sustantivo.

Si bien esa respuesta debiera satisfacer las críticas de las
defensas, existen otros dos órdenes de razones que deben despejar cualquier
interrogante en este sentido.
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Por un lado, que más allá de cuál fue la norma avasallada
en el propio devenir de los hechos, existen dos leyes -en el sentido formal de
su expresión- que también fueron soslayadas. La ley 22.520, que informa el
funcionamiento de los Ministerios, indicando las funciones y deberes de los
titulares de cada Cartera y de sus funcionarios; y la ley 19.337, que consagra
al Hospital Posadas su condición de organismo público descentralizado,
estableciendo las obligaciones y responsabilidad de su director, son las dos
leyes formales inobservadas por los imputados en su ilícito proceder. Su
modo de obrar, movido por mezquinas razones, sin resquicio a dudas se
alejó del elenco de deberes y misiones asignadas según el rol detentado por
cada uno, e inspirados en el logro de una prosperidad común que fue
olvidada en el caso. 

Por otro lado, esa violación de los deberes que el Código
Penal recepta en su artículo 248 no es sino la misma que funda cualquier
delito cometido por un funcionario público en ejercicio de sus actividades.
Una defraudación, un cohecho, una exacción, por poner algunas
denominaciones, siempre van a involucrar en su ejecución el
incumplimiento de un deber legal; el daño se comete a raíz de que el
funcionario obra movido por un interés espurio y no por el que debe
informar su cargo. Y este caso no es la excepción. 

Aquí, a criterio de la jueza, las conductas se ajustaron a
las previsiones contenidas en el delito de peculado (art. 261 del CP) que
prohíbe la conducta del funcionario público que sustrajere caudales o
efectos cuya administración, percepción o custodia le haya sido confiada por

. El tipo penal está comprendido en el capítulo derazón de su cargo
malversación de fondos, aunque su modalidad específica es la del
denominado “peculado”. Frecuentemente se entiende que confluyen varios
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bienes jurídicos en este tipo. Al normal funcionamiento de la administración
pública se suma la propiedad, la seguridad de los bienes públicos y la
confianza depositada en el funcionario encargado del manejo de esos bienes.

El punto a analizar en el tipo penal del delito de
peculado, más allá de ciertas divergencias doctrinarias, se sostiene en que la
norma en cuestión protege principalmente la recta administración del
patrimonio estatal, por ello la calificación doctrinaria del delito como
dirigido contra la administración pública, aunque también contra la
propiedad. 

En cuanto al objeto material de la figura, se ha entendido
que el art. 261 C.P. incluye, bajo la expresión “caudales” o “efectos”, toda
clase de bienes cfr. SOLER, Sebastián, , Tea, 4°( Derecho Penal Argentino
edición, parte especial, 1987, Tomo 5, p. 224, quien realiza una
interpretación contextual en función de lo estipulado por el art. 263 C.P. y
con referencia al Código Civil vigente a su tiempo).   

En lo que hace a las acciones típicas, sustraer significa
extraer o quitar los bienes de la tenencia –efectiva o simbólica- con que en
el ámbito administrativo han sido colocados por leyes, reglamentos u
órdenes, lo cual, se entiende, no exige la apropiación (CREUS, Carlos, 

, Astrea, Buenos Aires, 1981, ps.Delitos contra la administración pública
325 y 26). Cabe señalar al respecto que el Estado no puede disponer de los
bienes de dominio público, sólo los administra. 

En el caso, el apartamiento del régimen jurídico
específico generó la disposición infundada de los bienes -las vacunas-, que
tuvo como consecuencia su sustracción de la esfera pública para ponerlos a
discreción del humor particular. Y aquí no se trata simplemente de haber
habilitado una vacunación simultánea debiendo ser sucesiva, o haber
acelerado la incorporación de nuevas etapas sin culminar completamente las
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anteriores -pese a su notorio avance-. Eso podría tratarse de una mera
malversación en donde los bienes -pese a recorrer un destino distinto-
siguen siendo administrados al interior de la cosa pública. La cuestión reside
en que aquí se beneficiaron a personas que no conformaban ninguno de los
grupos de riesgo que demandaban la pronta y urgente vacunación que se
estipulaba en la prelación dispuesta por la Resolución 2883/20. No se saltó
el orden de prioridades; directamente se lo soslayó; y eso no es un mero
desvío del caudal público, es, sin más, su uso para fines exclusivamente
privados. 

Y en este punto no puede soslayarse, además, que para
posibilitar cada una de esas vacunaciones ilícitas también se pusieron a
disposición de los intereses particulares tanto recursos humanos -personal
jerárquico, médico y administrativo- como materiales -transporte e
insumos-, que incrementaron el nivel de bienes que extraviaron su destino;
desde su uso igualitario y público, a su goce arbitrario y segregante.  

Ahora bien, en cuanto a la relación de los funcionarios
públicos con el bien, la norma en cuestión exige que aquellos, en razón de
su cargo, tengan la administración, percepción o custodia del caudal o efecto
sustraído. En cuanto a la administración se entiende, en general, que el
funcionario que administra es aquel que, con arreglo a los ordenamientos
respectivos, posee facultad de disposición, de afectarlos a un destino
determinado. Esta facultad de gobernar o de regir no entraña,
necesariamente, la posesión material de los bienes.

En lo que respecta a la administración, ella no siempre
recae en un solo funcionario; hay casos en que aparece confiada
simultáneamente a más de uno. Así, la función no estará depositada en un
solo funcionario cuando el acto de disposición de bienes deba resultar de su
decisión integrada por la de otros funcionarios. En otras palabras, no se
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requiere una competencia exclusiva y excluyente; sólo, la competencia
funcional (cfr. CARRERA, Daniel, , Ed.  Peculado Mediterránea, Córdoba,
2005, ps. 139/140). Esa competencia surgía de las áreas de incumbencia de
cada uno -según las leyes antes indicadas-, quienes podían decidir el destino
de las dosis de modo de seguir los lineamientos ajustados a las normas
generales; o desviarse en pos de intereses particulares. Su grado de
incidencia en este último camino es una cuestión que tocará en su momento
definir con claridad, a la luz de las pautas de los art. 45 y 46 CP, pero que a
este tiempo los hace a todos responsables del delito analizado.

Así las cosas, no es ocioso recordar que los funcionarios
estatales que administran el patrimonio deben cumplir su cargo con
probidad y en forma regular. Sin probidad no se concibe un desarrollo “
regular y normal. Éste es el objeto específico de la tutela del peculado de
bienes públicos de nuestro párrafo 1ro., art. 261, Cód. Penal. Las diversas
manifestaciones administrativas dependen, a la postre, del comportamiento
de los agentes a los cuales compete llevarlas a cabo. Consecuentemente,
media respecto de su gestión la confianza colectiva en la efectiva
observancia de los deberes del cargo. La esencia de este peculado se
encuentra en ese quiebre al deber de la probidad a que se encuentran sujetos
los funcionarios con manejo de bienes públicos, con relación a ellos. El
funcionario que falta a esa obligación (recuérdese que el peculado encierra
un abuso de función), además de perturbar la normal marcha administrativa,
siembra el descrédito para toda la administración” (CARRARA, Daniel, 

, Editorial Mediterránea, Córdoba,Peculado de bienes y servicios públicos
2005, pág. 83).

Las normas, abstractas y generales, están llamadas a
garantizar el igual ejercicio de los derechos de cada ciudadano, sin importar
su nombre o condición. Obliga a que el Estado nos trate a todos de la misma
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manera, ciego frente a las peculiaridades de cada uno. Cuando una
motivación particular se filtra en ese camino, es donde se produce la fractura
irresoluble de esa ecuanimidad. Si a ello sigue un daño, no se trata de una
mera falta ética; se trata de la más cabal muestra delictiva. Ese es el
panorama definido en el caso. Los imputados redireccionaron la voluntad
estatal hacia un fin privado, nominalizando el espacio en el que debía regir
un anonimato solo guiado por la necesidad de proteger a los más
vulnerables. La amistad o la familia imperó por sobre quienes más
necesitaban la protección frente a una de las mayores pandemias sufridas
por la humanidad en los últimos años. De ahí, su responsabilidad penal.

Así es que cada uno de los imputados deberá afrontar las
siguientes instancias procesales al resultar responsables -según su modo de
vinculación con los eventos y con las limitaciones de esta etapa preliminar-
de la comisión del delito de peculado en concurso ideal con el de
incumplimiento de sus deberes. Para el caso de Ginés González García y de
Maceira ese compromiso se asienta en la reiteración delictiva evidenciada
-Hechos 1 y 2 para el primero; Hechos 1 y 3 para el segundo-, cuya forma
de concurso real proyecta repercusiones también en orden a las cautelares
que corresponden evaluar en la instancia.

  Justamente en esta línea se inscribe el último de losVI.
planteos introducidos por los recurrentes, quienes calificaron de excesivos
los montos fijados en carácter de embargo.

Este Tribunal sostuvo, en reiteradas oportunidades, que
la naturaleza de esta medida precautoria tiene como fin garantizar de manera
suficiente una eventual pena pecuniaria o las costas del proceso y el
aseguramiento de las responsabilidades civiles emergentes, por lo que la
mesuración del monto a imponer debe guardar el mayor correlato posible
con el perjuicio causado, que en principio surge de la maniobra delictiva



#39169309#427631160#20241017091523248

Poder Judicial de la Nación

CAMARA CRIMINAL Y CORRECCIONAL FEDERAL - SALA 1

desplegada, conforme lo establece el artículo 518 del Código Procesal Penal
de la Nación.

Por ello, teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de los 
delitos que se tratan, los cuales no poseen pena de multa, que los procesados
poseen asistencia jurídica particular y que no se han desarrollado otras
medidas que incidan económicamente de forma considerable, estimamos
que adquieren razón las defensas. Por ello, habrán de reducirse las sumas
fijadas del siguiente modo: $20.000.000 respecto de González García, $18
.000.000 para Maceira y $ 10.000.000 para Costa y Guille, respectivamente.

 Finalmente, cabe recordar que este Tribunal alVII.
ordenar la profundización de la pesquisa, en una anterior intervención, se
encargó de destacar que el proceso no debía encorsetarse en analizar sólo la
responsabilidad de los funcionarios involucrados, sino también de quienes
se beneficiaron de ese espurio obrar. Específicamente se alertó que "...será

-siguiendo el esquema que la causa trazó tras la decisiónnecesario indagar 
aquí revisada- qué personas fueron vacunadas según los estándares
impuestos por el Plan de Vacunación y quiénes se adelantaron por algún
beneficio que les fue singular. Sobre estos últimos deberá enfocarse la
investigación. Y ello no sólo al describir el objeto del proceso, sino también
en cuanto a los sujetos pasivamente legitimados pues, como señaló la PIA,

"es posible leer allí una eventual participación que reclama ser despejada
(CFP 714/21/4/CA2, rta. el 30/8/21 -destacado agregado-).

En esta línea, y del examen para el cual hemos sido
convocados, no advertimos que esa senda se haya recorrido. De ahí que
hemos de encomendar a la  que asuma la misión indicada, integrandoa quo
plenamente el escenario procesal a fin de aventar el peligro de que se exima
de respuesta punitiva a quienes deben afrontar las consecuencias de haber
disfrutado de provechos ilegales.
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Por lo expuesto, el tribunal RESUELVE:
los puntos dispositivos yI. CONFIRMAR  I., III., V. 

de la resolución recurrida en todo cuanto deciden y fueran materia deVII. 
apelación.

los puntosII. CONFIRMAR PARCIALMENTE 
dispositivos en cuanto decretaron los embargos de losII. IV. VI. y VIII. 
imputados los montos REDUCIENDO del siguiente modo: $20.000.000 (
veinte millones de pesos) respecto de Ginés González García, $18.000.000 (
dieciocho millones de pesos) para Alberto Maceira, diez$ 10.000.000 (
millones de pesos) para Alejandro Costa y diez millones de$ 10.000.000 (

para Marcelo Guille (art. 518 del CPPN).pesos) 
 III. REVOCAR los puntos dispositivos y  enIX.  X.

cuanto decretó el procesamiento de  y  María Elena Borda DISPONER la
en los términos delFALTA DE MÉRITO para procesarla o sobreseerla 

artículo 309 del CPPN.
a la magistrada el cumplimientoIV. ENCOMENDAR  

de lo indicado en el punto  de los considerandos.VII
Regístrese, notifíquese, comuníquese y devuélvase a la 

anterior instancia vía Lex 100
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